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¿Qué protección real proporciona la justicia a las mujeres?

María de los Ángeles Gutiérrez

Abogada, ejercicio libre de la profesión

Eje 5. Violencias de género: sus entramados y posibles (des)articulaciones

Violencia, mujeres y justicia

INTRODUCCION



En la provincia de Tucumán, la violencia contra las mujeres comenzó a aumentar de manera considerable; tan es así, que durante los ocho meses transcurridos del año 2018 se registraron más casos de femicidios que durante todo el año 2017 (La Gaceta, 18 de Agosto de 2018) . Muchas mujeres evitaron su propia muerte, gracias a que pudieron escapar de su agresor, o reaccionaron en legítima defensa, o porque la justicia actuó rápidamente, o simplemente la porque suerte las acompañó.



En los casos de femicidio registrados, el o los agresores formaban parte del vínculo cercano (grupo convivencial, del entorno familiar o allegados al mismo) de la mujer, mayormente esposo, conviviente, novio o ex pareja. También hay casos de femicidios relacionados con el narcotráfico y la trata de mujeres para explotación sexual.



La Oficina de Violencia Doméstica de la Corte Suprema de Justicia de la Provincia de Tucumán, en su informe estadístico trimestral (año 2018), observó que “del total de las personas denunciadas fue de 14.380, de ellas, 12.917 fueron hombres, es decir un 90% del total y 1404 fueron mujeres constituyendo un 10%”.


Como se puede ver, el número de mujeres que sufren algún tipo de violencia en la Provincia aumentó considerablemente; por ello, este trabajo tiene como finalidad analizar los posibles cambios en la justicia a fin de proporcionar soluciones concretas a las mujeres. Con dicho objetivo se expondrán los mecanismos de acceso a la justicia de las mujeres víctimas de violencia, y las repuestas que desde el poder judicial se les puede conceder y que aún no se implementan.


También se propondrán y analizarán acciones alternativas cuya ejecución, si bien no compete a la justicia, esta puede legítimamente, exigir de otros organismos del Estado, por ejemplo la contención psicológica de las mujeres. 

DESARROLLO
· Mecanismos de acceso a la justicia



Durante el año 2010 la provincia de Tucumán, se adhirió a la Ley de protección integral para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres en los ámbitos en que desarrollen sus relaciones interpersonales; a partir de entonces los operarios judiciales adecuaron los procedimientos a lo dictaminado por la normativa.



Las mujeres que sufren violencia pueden realizar la denuncia en las comisarías, la Oficina de Violencia Doméstica OVD (perteneciente a la Corte Suprema de Justicia provincial) o en sede judicial (fuero penal o de familia y sucesiones). Cabe aclarar que en junio del corriente año se inauguraron las Fiscalías de Instrucción Especializada en Violencia Familiar y de Género, a fin de dotar de agilidad a las medidas de protección.
                     Si las actuaciones se iniciaron por la comisaría u OVD, éstas son enviadas a sede penal. Por prescripción legal no se exige la ratificación de la denuncia, por ello en las fiscalías se analizarán los hechos relatados por las mujeres y se elevará el pedido de protección al juez/a de Instrucción, quien determinará si es necesaria la exclusión del agresor o si solamente debe ordenarse la prohibición de acercamiento; en cualquiera de los casos las mayoría de las medidas no tienen en la actualidad tiempo de caducidad, es decir son por tiempo indefinido. En algunas situaciones el juez/a solicita custodia policial, pero esta se efectúa solamente por unos días o no se cumple por falta de personal.



Si las agresiones causaron lesiones o se puede calificar el hecho como tentativa de femicidio, la fiscalía continúa con la investigación reuniendo todas la pruebas necesarias para luego solicitar la elevación a juico oral, donde se desarrollará el debate y se determinará la responsabilidad del agresor en los hechos imputados. Ahora bien, si los hechos de violencia no constituyen en sí un delito tipificado penalmente, la fiscalía se inhibe de continuar con la causa y envía las actuaciones al fuero de familia y sucesiones.



Puede ser que por el tipo de denuncia efectuada por la mujer, la OVD envíe el legajo al fuero de familia y sucesiones, donde el juez/a ordenará las medidas cautelares de exclusión del hogar y de prohibición de acercamiento, según corresponda. Con posterioridad al dictado de las medidas, se convoca a una audiencia a la que concurren la mujer y el agresor de manera separada (días y horas diferentes), escuchando a ambas partes el juez/a resuelve mantener las medidas de manera indefinida o por un tiempo. Es potestad del juez/a dictaminar otras medidas tales como la fijación de alimentos a favor de la mujer y sus hijos o la exigencia al agresor del seguimiento de un tratamiento psicológico. 



En cuanto al patrocinio letrado/a que tiene la mujer va a depender si los hechos fueron denunciados en sede penal o en sede civil. Como se sabe, las fiscalías deben investigar la posible comisión de un delito, por lo tanto en estos casos actúan de oficio una vez radicada la denuncia, sin embargo las víctimas, pueden elegir la defensa técnica de una abogada/o particular o de un Defensor Oficial Penal.



En cuanto a las denuncias en sede civil, estas deben ir acompañadas de la representación de una letrada/o. Por ello, las mujeres que no tienen recursos económicos suficientes pueden ser asistidas por la Defensoría Oficial Civil, el Consultorio Gratuito del Colegio de Abogados de la provincia o la Práctica Tribunalicia de la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales UNT, las que tengan recursos necesarios deberán contratar la asistencia de una abogada/o matriculada/o.



En la mayoría de los casos el acompañamiento jurídico se inicia con la denuncia; las mujeres se encuentran generalmente en situaciones de mucha vulnerabilidad, la asistencia de un profesional del derecho es fundamental. El paso siguiente a la denuncia, es la obtención de la medida de protección. Si esta es requerida en sede civil se peticiona la medida por escrito con las pruebas, y en sede penal se insta mediante el seguimiento de la investigación de la fiscalía.  



Una vez obtenida la sentencia de protección, le corresponde a la abogada/o controlar que el agresor sea notificado de la medida a los fines de que sea excluido del hogar y se abstenga de acercarse nuevamente a la víctima o al entorno familiar.   



A partir de la medida, no existe un monitoreo por parte de la justicia, que volverá a intervenir solo en caso de incumplimiento. Aquí es donde la víctima se encuentra nuevamente a la deriva, y los asesores no tienen más herramientas jurídicas.

      En uno de los diarios provinciales se publicó una nota titulada “Hubo más de 800 denuncias por violencia de género en sólo 11 días”, una de las entrevistadas mencionó: 
“Cuando hay una denuncia por violencia, después de que el fiscal adopte una medida y la pase al fuero de familia, que siga investigando el delito, que haya un juicio y una condena. Hay mujeres que tienen denuncias en cuatro o cinco fiscalías y que no se unifican nunca, no hay un juicio y una sentencia. Y las víctimas necesitan que exista una sanción. Esa es la falla que encuentro en la Justicia en cuanto a violencia de género”, remarcó. “Del mismo modo, a veces cuando se viola una prohibición de acercamiento, al hombre le dan otra prohibición en lugar de detenerlo.” (La Gaceta, 20 de Octubre de 2017)”
· Control de las medidas de protección 

                       Como fue mencionada, una de las grandes falencias de la justicia es lograr que las mandas judiciales sean cumplidas por el agresor, y para ello se puede implementar la utilización de normas procesales, que hasta el momento no fueron tenidas en cuenta para estos casos.

                        De allí que una de las posibilidades como medida de control es que en la sentencias donde se dictamina una medida de protección a favor de una mujer, también se incluya que en caso de incumplimiento se aplicará el artículo 284 inciso 4 apartado E, del Código de Procedimiento Penal provincial, es decir que, si no acata lo ordenado será privado de su libertad preventivamente hasta tanto pueda resguardarse la vida de la mujer atacada.


Dentro de la normativa de forma provincial hay dos artículos que deben ser analizados en concordancia, el 271 inciso 5 y el 284 inciso 4 apartado E. El primero prevé que en: 
“Los procesos por alguno de los delitos previstos en el libro segundo, títulos 1, 3 y 5, capítulo I del Código Penal, cometidos dentro de un grupo familiar conviviente, aunque estuviese constituido por uniones de hecho, si las circunstancias del caso permitiesen presumir fundadamente que pueden repetirse, el juez podrá disponer, como medida cautelar, la exclusión del imputado del hogar. Si éste tuviese deberes de asistencia familiar y la exclusión hiciera peligrar la subsistencia de los alimentados, se dará intervención al asesor de Menores, para que se promuevan las acciones que correspondan. Podrá imponérsele la obligación de no ausentarse de la ciudad o lugar en que reside, no concurrir a determinados sitios, presentarse a la autoridad los días que fije. Asimismo, deberá someterse al cuidado o vigilancia de la persona o institución que se designe, quien informará periódicamente al tribunal”. 
                      Y el artículo 284 estipula que siempre que existan elementos de convicción suficientes para sostener como probable la participación punible del imputado en el hecho investigado, después de recibida su declaración, bajo pena de nulidad, el juez de Instrucción o el tribunal dispondrá su prisión preventiva, de oficio o a requerimiento del Ministerio Fiscal. El inciso 4 apartado E, específica que la prisión preventiva:

 “Se impondrá cuando se considere que existen razones fundadas para entender que el detenido representa un peligro cierto de nueva lesión de bienes jurídicos o de reiteración delictiva. Este peligro podrá presumirse cuando se trate de delitos cometidos mediante la disposición de medios económicos, humanos o materiales en forma organizada, o en razón de antecedentes que permitan extraer indicios”.


La consideración de la aplicación concreta de estas normas, va en consonancia con los deberes que tiene el Estado Argentino, según la Convención para Prevenir, Erradicar y Sancionar la Violencia contra la Mujer, que consiste en condenar todas las formas de violencia contra la mujer y adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia, actuando con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra la mujer.


Si bien, es sabido que el uso de la prisión preventiva debe ser utilizada como última ratio, atento a las garantías constitucionales y convencionales, en estas situaciones es necesario hacer una ponderación de derechos para poder determinar cuáles deben primar, si la protección de las mujeres golpeadas o la privación de la libertad de manera preventiva del agresor.


La ventaja de la determinación de prisión preventiva de los agresores en caso de incumplimiento es que durante ese tiempo se puede poner a salvo la vida de las mujeres y brindarles la asistencia y contención necesaria. Dentro de este plazo incluso se deberían poner en movimiento las políticas públicas estatales que prevean soluciones a los problemas de las víctimas, quienes a veces no tienen recursos económicos, como ser trabajo o vivienda.      



Otra ventaja de incluir en la orden de restricción, la aplicación de prisión preventiva en caso de incumplimiento, es que puede ser disuasiva para el agresor, ya que conocerá de antemano las consecuencias jurídicas de su actuar.



Por último, las mujeres víctimas pueden solicitar al juez/a de manera directa la ejecución de la sentencia, a fin de que se disponga la prisión del agresor ante un nuevo hecho de violencia, no debiendo iniciar un nuevo proceso que culmine con una medida de protección ineficaz, vulnerable en cualquier momento.
· Mecanismos de prevención de la violencia desde la justica

                       El aparato judicial se activa en situaciones de violencia, una vez que las mujeres realizan las denuncias correspondientes, y a partir de allí se determinan una serie de medidas desplegadas al amparo de la víctima, que a veces incluyen su entorno familiar.



Ahora bien, desde la justicia poco se trabaja en relación al agresor, ya que desde sede penal solamente se lo acusa de un delito en el caso que este se haya efectivizado y se determina presión preventiva en casos como lesiones graves o femicidio. 


En cuanto al fuero civil, en general se ordena la realización de un informe psicológico de todo el grupo familiar, a los fines de valorar con posterioridad los modos de vinculación posible entre los miembros que conforman este núcleo primario. Si bien, el juez/a puede considerar que las medidas de protección hacia las mujeres sean ilimitadas en el tiempo, en relación a los hijos se deben establecer pautas para un contacto fluido, siempre y cuando ello no sea nocivo para las niñas, niños o adolescentes.


Los informes psicológicos, pueden con claridad determinar si el agresor, tiene conductas agresivas adquiridas o utilizadas como modos de resolución de sus propios conflictos internos no resueltos, o se está en presencia de una persona con una patología psiquiátrica atendible desde la medicina. En este último caso, lo recomendable es establecer claramente que alteración padece a los fines de un tratamiento médico correcto, que puede implicar la medicación, internación provisoria o sistema de apoyo o contención.  Menciona Mariela Yesuron (s.f.) que:

“La violencia tiene una doble connotación, en tanto que puede ser definida como una acción o comportamiento, o una capacidad o atributo psicológico. Por ello y en primera instancia, se hace necesario distinguir entre la “cualidad” de ser violento –que podría estar relacionada a priori con el concepto de peligrosidad-, y el acto o acción de comportarse de manera violenta, lo que corresponde no a la aptitud de un sujeto, sino estrictamente a su comportamiento. De esta manera, los determinantes de una acción y de una disposición son diferentes ya que cuando nos referimos a una acción violenta, como toda conducta, es resultado de la interacción concreta de diferentes factores individuales y de factores situacionales. Mientras que cuando se habla de cualidad o atributo del individuo, son los determinantes personales e históricos, los que adquieren un papel más relevante que la situación donde interactúan diferentes factores sociales, interrelacionales, etc.” ( Pag. 2)


En cuanto a las personas que solo tienen problemas de control de su agresividad, es común que algunos jueces ordenen que realicen terapias psicológicas sostenidas, a fin lograr nuevos modos de vinculación social o vincular que no implique el uso de la violencia. Es necesario que los psicólogos determinen la valoración del riesgo de violencia, lo que para Yesuron (s.f.), implica que se amplían “las posibilidades de intervención, porque permite ajustar los procedimientos de control y minimización del riesgo, a los niveles individuales y contextuales del mismo, con lo que se generan muchas posibilidades de intervención proporcionadas al pronóstico más probable”. (Pag. 5)


No obstante considero que sería conveniente la utilización de métodos disuasivos que concienticen a los agresores sobre los hechos violentos. De esta manera se podrían utilizar videos, que contenga spot publicitarios, testimonios de mujeres víctimas, testimonios de hijos que vivenciaron situaciones de violencia, consecuencias en la salud de las mujeres etc. El agresor debería presenciar una cantidad determinada de horas, divididas en varios días a fin de que asuma las consecuencias de sus propios actos.


El profesional de la salud consultado psiquiatra o psicólogo, deberá evaluar en qué casos es posible utilizar el método propuesto, ya que no serviría en todos.


La implementación de estas prácticas, requiere escasos recursos, ya que debe haber una sala de video y un control psicológico del agresor. Los jueces pueden controlar que la persona violenta asista al programa de recuperación y analizar las posibilidades de vinculación con su entorno a través de la su psico-educación; sin embargo, las técnicas o herramientas psicológicas a utilizarse serán ponderadas por el profesional de la salud.  


   Estas técnicas pueden disuadir al agresor, ya que tendrá que pasar varias horas de su vida observando las consecuencias de la violencia que acostumbra utilizar, lo que a la mayoría de las personas podría ser realmente una pérdida de su valioso tiempo, por lo que considerararán no volver a pasar por lo mismo. En otros casos la persona violenta puede tomar cabal conciencia de sus actos y evitar la realización de los mismos.   



Para evitar los hechos de violencia, en especial de los varones hacia las mujeres, es también necesario analizar los cambios en la sociedad, que conduzcan a que los primeros no desplieguen su agresividad como modo de relacionamiento. Toda prevención de la violencia hacia las mujeres será en vano si no hay un cambio social en cuanto a los roles esperados en varones; es necesario deconstruir para volver a construir identidades que no apelen al uso de la violencia.


Josep Vicent Marques (1997), escribe que:

 “El varón no es menos un producto social de lo que lo sea la mujer. Apenas identificado por sus genitales como varón, el recién nacido, la sociedad trata de hacer de él, lo que está entendido por varón. Se trata de formarles unos comportamientos, de reprimirles otros y de trasmitirles ciertas convicciones sobre lo que significa ser un varón”. (Pag. 17/18)


Por ello, para eliminar la violencia que sufren las mujeres será necesario, valorar la posibilidad que los varones asuman nuevas formas de masculinidad alejadas de las concepciones patriarcales. No se puede pedir un cambio de la sociedad que no implique modificaciones en relación a los roles de géneros marcados por el binarismo social.  

· Mecanismo de la justicia para exigir protección a las mujeres
                      En general desde la justicia, lo que se decreta es una medida que proteja a las mujeres de hechos de violencia realizados por su victimario; por lo tanto, todos los demás aspectos relacionados con las consecuencias de la exclusión del agresor o su impedimento de contacto, quedan a la meced de la situación socio económica y emocional de las víctimas.  



Entonces como primera medida, es necesario que las mujeres tengan contención psicológica y emocional, que las ayuden a salir de los círculos de violencia generados a su alrededor. Un gran número de mujeres no pueden superar por sí mismas las situaciones de violencias sufridas ya que se encuentra socavada su personalidad, por lo que será menester trabajar su autoestima y su autonomía. Los jueces tienen la potestad de solicitar al poder ejecutivo la ejecución de programas de asistencia psicológica a mujeres víctimas de violencia que las ayude a superar su situación de vulnerabilidad.


Ahora bien, muchas mujeres tienen escasos recursos financieros, por lo que si el agresor es el sostén familiar, su exclusión del hogar genera la merma de los ingresos necesarios para la supervivencia familiar;  por ello desde la justicia se puede peticionar al ejecutivo ayuda económica para las mujeres, pudiendo ser un trabajo o un salario mínimo vital y móvil hasta tanto su situación mejore.


El mayor obstáculo está representado por el hecho que hay mujeres que no tienen dónde habitar, ya sea por carecer de vivienda propia o porque el lugar de residencia es cercano al del agresor, haciendo imposible garantizar su integridad. Frente a estas situaciones, los jueces pueden exigir que el Estado garantice el derecho a la vivienda de estas mujeres, ya sea por medio de un plan para la adquisición de viviendas sociales o la ayuda financiera para la construcción de la misma.


Es potestad de los jueces exigir la efectivización de los derechos sociales y económicos de las mujeres, obligando al Estado a garantizar las obligaciones asumidas internacionalmente con la ratificación de ciertas convenciones de derechos humanos.

CONCLUSION
   


Como se analizó a lo largo de este trabajo, en la mayoría de los casos los/as magistrados/as, dictaminan una medida de protección a favor de las mujeres y de prohibición de acercamiento del agresor, culminado su labor judicial con esto, quedando las víctimas en los hechos, a merced de su victimario.


Frente a esta encrucijada en la que se encuentran las mujeres será necesario un cambio profundo desde el área judicial a los fines de lograr mayor efectividad en las medidas y un control posterior; y desde el ejecutivo provincial, el diseño de políticas públicas de protección y prevención de nuevos hechos de violencia.   



Entre los cambios que considero pueden implementarse es la inclusión de la posibilidad de ordenarse la prisión preventiva para el agresor hasta tanto se proteja a la mujer víctima y el diseño de una programa de recuperación de agresores. 

            Es responsabilidad del poder ejecutivo delinear políticas que garanticen el derecho de las mujeres a vivir una vida libre de violencia, la que implica evitar la comisión de actos violentos ya sean físicos, psicológicos o económicos. No puede el Estado mirar a un costado incumpliendo con su función de garante de los derechos humanos de las mujeres.
                       La justicia puede exigir el cumplimiento de los deberes del Estado más el diseño de políticas públicas, que son incumbencia propia del área ejecutiva. La gran cantidad de denuncias de hechos de violencia en la provincia hace pensar que aún no se ha podido dar respuesta eficiente a este flagelo, por lo que sería se conveniente que se aúnen los esfuerzos para mejorar los programas de asistencia de mujeres víctimas.


Como palabras finales, es necesario destacar que los movimientos de mujeres en la Provincia impulsaron cambios sociales y ayudaron a visibilizar la violencia padecida exigiendo justicia por la muerte de mujeres y la protección de muchas otras. Estos grupos trabajan incansablemente para contener, apoyar y animar a las víctimas, para que puedan continuar con sus vidas después de tanto sufrimiento.  
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